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Bogotá D.C., 28 de April de 2022

Honorable Magistrada

Dra. NELLY YOLANDA VILLAMIZAR DE PEÑARANDA
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, SECCIÓN CUARTA 
SUBSECCIÓN “A”
Email: rmemorialesposec04tadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co

Ciudad 

REFERENCIA: CONTESTACIÓN DEMANDA  
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: AMAZING COLOMBIA S.A.S. 

DEMANDADA: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y  

DE PARAFISCALES DE LA PROTECCIÒN SOCIAL – UGPP.

RADICACIÓN: 250002337000202100402 00

Radicado: 2022110001242881

*2022110001242881*

Respetado Doctor,

NELSON ENRIQUE SALCEDO CAMELO, mayor edad, con domicilio en esta ciudad, 

identificado con la cédula de ciudadanía No. 3.091.285 y Tarjeta Profesional de Abogado No. 

143.260 del Consejo Superior de la Judicatura, en mi calidad de Apoderado Especial de la 

entidad demandada UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP –, según 

poder conferido por la Dra. CLAUDIA ALEJANDRA CAICEDO BORRAS, actuando en su 

condición de  Subdirector General 040 - 24 de la Subdirección Jurídica de Parafiscales de 

la Dirección Jurídica, conforme a la resolución No. 379 del 31 de marzo de 2020, acta de 

posesión No. 32 de fecha 04 de mayo  de 2020 y Resolución No. 018 del 12 de enero de 

2021, por medio del presente escrito procedo a contestar el medio de control de Nulidad y 

Restablecimiento del Derecho formulado por el Dr. German Alonso González Franco  en 

calidad de apoderado de Amazing Colombia S.A.S. con NIT 860052578 de conformidad con 

el artículo 175 del C.P.A.C.A con fundamento en lo siguiente: 

I. EXCEPCION PREVIA

mailto:rmemorialesposec04tadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co


       

Recepción de correspondencia:
Avenida Carrera 68 No 13-37 
(Bogotá, D.C.)

Centro de Atención al Ciudadano
Centro Comercial Multiplaza
Calle 19 A # 72 – 57
Locales B-127 y B-128
Lunes a Viernes 8:00 a.m. a 5:00 p.m.
Sábados 9:00 a.m. a 1:00 p.m.

Línea Gratuita Nacional: 018000 423 423
Línea fija en Bogotá: (1) 4926090
Lunes a viernes de 6:00 am a 9:00 pm.

1. INEPTA DEMANDA - MPROCEDENCIA DE LA DEMANDA POR NO HABERSE 
SURTIDO LA ACTUACIÒN ADMINISTRATIVA RELATIVA A LOS RECURSOS 
PREVISTOS EN LA LEY COMO PRESUPUESTO PROCESAL DE LA ACCIÓN DE 
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO. 

La obligatoriedad de interponer los recursos legalmente obligatorios, conocido anteriormente 

como el agotamiento de la vía gubernativa, es un presupuesto procesal para la eficacia de la 

acción que se fundamenta en el derecho que tiene el administrado de solicitar el 

restablecimiento de sus derechos directamente a la Administración, la cual concede la 

oportunidad y también la utiliza para revisar su propia decisión, en tal forma que pueda 

modificarla e impedir daños a las partes, y que posteriormente, se acuda a la jurisdicción en 

ejercicio de acciones contra los actos administrativos. 

Así, el artículo 161 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo (CPACA), contempla como requisito de procedibilidad, es decir, que se deben 

cumplir de forma previa a la presentación de la demanda: 

 “Artículo 161. Requisitos previos para demandar. La presentación de la demanda se 

someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos:

(…)

2. Cuando se pretenda la nulidad de un acto administrativo particular deberán haberse 
ejercido y decidido los recursos que de acuerdo con la ley fueren obligatorios. El silencio 

negativo en relación con la primera petición permitirá demandar directamente el acto presunto.

Si las autoridades administrativas no hubieran dado oportunidad de interponer los 
recursos procedentes, no será exigible el requisito al que se refiere este numeral.” 
(Negrilla y subraya fuera del texto original). 

En cuanto a su condición como requisito de procedibilidad al ser una oportunidad para 

controvertir los actos de la Administración la ausencia del ejercicio de este deber impide que 

la demanda sea tramitada ante la vía jurisdiccional y en consecuencia, no se pueda decidir 

sobre argumentos que no fueron expuestos ante la Administración.

Particularmente, aterrizando al caso que nos ocupa, mi representada en el acto administrativo 

que se demanda – la Liquidación Oficial No. RDO 2015  01170 del 20 de diciembre de 2017, 

se concedió  al demandante la posibilidad de interponer los recursos procedentes contra 

dicho acto administrativo, así: 
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Ahora bien, si bien el art. 156 de la Ley 1151 de 2007, estableció una remisión al E.T., dicha 

remisión solo es para aquellos aspectos que no estuvieran regulados en el procedimiento 

aplicable a la UGPP; así las cosas, como el Procedimiento aplicable a la determinación 
oficial de las contribuciones parafiscales de la protección social y a la imposición de 
sanciones por la UGPP, fue regulado expresamente por el legislador, el cual se encuentra 

fijado en el art. 180 de la ley 1607 de 2012, modificado por el art, 50 de la Ley 1439 de 2014, 

razón por la cual no es viable acudir al estatuto tributario para verificar el procedimiento 

aplicable al proceso de determinación que adelanta la Unidad y si bien el art. 156 previo una 

remisión al E.T., esta figura solo operaba para aquellos aspectos que no estuvieran 

regulados. 

Por lo anterior, la demanda per saltum a la que acude el actor, no es posible aplicarla al 

procedimiento que adelanta la UGPP, pues la remisión a dicho artículo no se encuentra 

permitida por la norma especial, esto es, el artículo 180 de la Ley 1607 de 2012, modificado 

por el art, 50 de la Ley 1439 de 2014, dado que ésta de manera expresa señala que contra 

la liquidación oficial debe presentarse recurso de reconsideración, el cual no fue presentado 

por el actor.

El artículo 180 de la Ley 1607 de 2012, modificado por el art, 50 de la Ley 1439 de 201, , 

preceptúa: 

“ARTÍCULO 180. PROCEDIMIENTO APLICABLE A LA DETERMINACIÓN OFICIAL DE LAS 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL Y A LA IMPOSICIÓN DE 

SANCIONES POR LA UGPP. <Artículo modificado por el artículo 50 de la Ley 1739 de 2014. El 

nuevo texto es el siguiente:> Previo a la expedición de la Liquidación Oficial o la Resolución 

Sanción, la UGPP enviará un Requerimiento para Declarar o Corregir o un Pliego de Cargos, 

los cuales deberán ser respondidos por el aportante dentro de los tres (3) meses siguientes a 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1739_2014_pr001.html#50
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su notificación. Si el aportante no admite la propuesta efectuada en el Requerimiento para 

Declarar o Corregir o en el Pliego de Cargos, la UGPP procederá a proferir la respectiva 

Liquidación Oficial o la Resolución Sanción, dentro de los seis (6) meses siguientes, si hay mérito 

para ello.

Contra la Liquidación Oficial o la Resolución Sanción procederá el Recurso de 
Reconsideración, el cual deberá interponerse dentro de los dos (2) meses siguientes a la 
notificación de la Liquidación Oficial o la Resolución Sanción. La resolución que lo decida 
se deberá proferir y notificar dentro del año siguiente a la interposición del recurso. 
(resaltado propio)

En ese orden de ideas y conforme el procedimiento aplicable a la determinación de las 

contribuciones parafiscales, el aportante debió dentro del término legal presentar recurso de 

reconsideración contra la Liquidación Oficial en atención a que dicho recurso no es 

facultativo, habida cuenta que la norma especial antes referida consagra como obligatorio 

dicho recurso. 

Sobre este aspecto el H. Tribunal administrativo de Cundinamarca se pronunció en sentencia 

de fecha 11 de julio de 2019, Exp. 2500023370002017 00602 00, demandante CTA 

COOASTOM contra la UGPP, M.P. Dra. Carmen Amparo Ponce Delgado, quien puntualizó:
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Por su parte el H Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, 

en providencia de fecha 1 de agosto de 2019, dentro del proceso con radicado No. 

250002337000201400476 02 (24650), con ponencia del Dr. Julio Roberto Piza Rodríguez, 

puntualizó:

“Vale decir que ninguna de estas hipótesis corresponde al caso sometido a consideración, de 

ahí que, se insiste, deba aplicarse el artículo 180 de la Ley 1607 de 2012, y en lo no previsto en 

este, el artículo 156 de la Ley 1151 de 2007, pues la vigencia de esta norma fue prorrogada, 

como se explicó anteriormente.

De acuerdo con lo anterior, a juicio de la Sala, la sociedad demandante debía interponer el 

recurso de reconsideración contra la Resolución RDO 088, del 25 de abril de 2013, para 

acreditar el requisito de procedibilidad de agotamiento de la vía administrativa, pues, de acuerdo 

con la ley, este es un recurso obligatorio. Sin embargo, es un hecho aceptado por las partes, y 

demostrado en el expediente, que el recurso no fue interpuesto. La actora justificó la omisión 

con el argumento de que acudió per saltum a la jurisdicción para demandar la citada resolución.

(…)

En efecto, resulta intrascendente establecer si el requerimiento para corregir fue notificado 

indebidamente, ya que, de comprobarse esa situación, ello no suple la necesidad de acreditar 

el requisito de haberse atendido en debida forma dicho acto, como parece entenderlo la actora. 

Tal situación puede ser alegada como causal de nulidad de la liquidación oficial del tributo, ya 

que, antes de proferir tal liquidación, la Administración está obligada a expedir un acto previo 

que debe contener los puntos que se proponga modificar, con explicación de las razones en que 

se sustenta, y con ello garantizar el debido proceso. 

Así pues, no están dados los presupuestos de la demanda per saltum, por tal razón, la 
Sala desestima los argumentos de la actora. En ese entendido, se encuentra demostrada 
la configuración de la excepción de inepta demanda, puesto que la actora no interpuso el 
recurso de reconsideración contra la Resolución RDO 088, del 25 de abril de 2013.
(…)
Como no se acreditó el agotamiento del recurso obligatorio ante la Administración, la Sala se 

releva de examinar la oportunidad del medio de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho.

(…)

Por las razones expuestas, la Sección Cuarta del Consejo de Estado,
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RESUELVE:

1- Modificar el ordinal primero de la parte resolutiva del auto proferido del 16 de mayo de 2019, 

proferido por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Cuarta, Subsección A, en el 

siguiente sentido:

PRIMERO: Declarar probada la excepción de falta de agotamiento del recurso obligatorio 
ante la administración, de conformidad con lo expuesto en precedencia.” Resaltado propio)

Se encuentra entonces probado, que la demanda CARECE DE LOS REQUISITOS DE 

PROCEDIBILIDAD POR FALTA DE INTERPOSICIÓN Y DECISIÓN DE LOS RECURSOS 

LEGALMENTE OBLIGATORIOS, pues pretende acudir directamente a la jurisdicción sin 

atender el requisito de procedibilidad previsto en el artículo 161 del CPACA, el cual es 
indispensable para formular la demanda.

De igual manera, el Consejo de Estado en Sentencia de enero 31 de  2013, radicado 18878 

MP. Dra CARMEN TERESA ORTIZ DE RODRIGUEZ, señaló:

“La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha manifestado que la vía gubernativa es una 

modalidad de “justicia interna” con la que cuenta la administración, pues con ella se busca 

satisfacer plenamente las pretensiones del interesado sin necesidad de acudir ante un juez.

De lo anterior se desprende que para acudir válidamente a la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo, es necesario el agotamiento previo de la vía gubernativa; se trata, entonces, 
de un presupuesto procesal de la acción.”

La misma Corporación en sentencia del 6 de julio de 2001, radicado 76001-23-31-000-1998-

1126-01-11905 M.P. Dr. GERMÁN AYALA MANTILLA, indicó:

“En los términos del artículo 62 del Código Contencioso Administrativo, los actos 

administrativos quedarán en firme cuando contra ellos no se interpongan los recursos o se 

renuncie expresamente a ellos. De otra parte, debe advertirse que es un presupuesto de 
procedibilidad de la acción de nulidad contra un acto particular, como expresamente 
lo establece el artículo 135 del C.C.A., el agotamiento de la vía gubernativa mediante 
acto expreso o presunto por silencio negativo, cuando las autoridades han dado la 
oportunidad de interponer el recurso procedente, pues en caso contrario los 
interesados podrán demandar directamente los actos correspondientes. Conforme a lo 

anterior, estima la Sala que al habérsele concedido a la sociedad el recurso de 

reconsideración en contra de la Resolución de Rechazo Definitivo N° 060 de 1996, para que 

fuera procedente interponer la acción de nulidad y restablecimiento del derecho en su contra, 

se requería agotar previamente la vía gubernativa para poder proferir fallo de fondo, 
presupuesto que en el caso sub examine no se cumplió por parte de la sociedad, que 
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en cambio de interponer el recurso que era obligatorio para poder acudir en demanda 
contenciosa contra el acto administrativo, presentó una nueva solicitud, con lo cual 
adquirió firmeza y por tanto quedó ejecutoriada la tantas veces citada Resolución N° 
060 de 1996.”

Con fundamento en lo anterior solicito respetuosamente se declare probada la excepción 

previa de inepta demanda, dado que el actor no agotó en debida forma la actuación 

administrativa frente a la Liquidación oficial y como consecuencia la terminación del proceso. 

II. A LAS PRETENSIONES 

Conforme a las consideraciones de orden fáctico y jurídico que se expondrán en la presente 

contestación, en forma respetuosa manifiesto a su H. Despacho que la Unidad se OPONE a 

todas y cada una de las declaraciones y pretensiones formuladas en el escrito de demanda, 

esto es, la declaratoria de nulidad de la Resolución No. RDO 2015 01170 de 30 de diciembre 

de 2015 – Liquidación oficial - oposición que se fundamenta en el hecho de que en entidad que 

represento actuó en ejercicio de las facultades y funciones legales y de conformidad con las 

disposiciones especiales vigentes al momento de expedir los actos administrativos objeto de la 

presente demanda, actos que se encuentran investidos de la presunción de legalidad que no 

logra quebrantar la parte actora, ni con los hechos, ni con los fundamentos jurídicos y de orden 

probatorio allegado al libelo, toda vez que no ha vulnerado ninguno de los preceptos legales 

que cita la parte actora en la demanda y en su lugar se solicita que se condene en costas a la 

parte actora. 

Como fundamento de la anterior oposición, es preciso señalar que la Actuación 

Administrativa adelantada al demandante  se efectúo en desarrollo de la labor fiscalizadora 

encomendada por el artículo 156 de la Ley 1151 de 2007, artículos 178 a 180 de la Ley 1607 

de 2012, Decretos 169 de 2008, 575 de 2013 y demás normas concordantes y 

complementarias, a través del cual se asignó a la Unidad Administrativa de Gestión 

Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -UGPP-, la competencia 
para el seguimiento, colaboración y determinación de la adecuada, completa y 
oportuna liquidación y pago de las contribuciones parafiscales de la Protección 
Social, por lo que en ejercicio de estas funciones se llevó a cabo el proceso de fiscalización 

a efectos de realizar una liquidación oficial en la cual se determinó el valor de las 

contribuciones cuya liquidación y pago se han omitido o se han efectuado incorrectamente. 

De igual manera mi representada se opone a las pretensiones de restablecimiento del 

derecho, dado que mi representada no ha conculcado ningún derecho a la sociedad 

demandante y las normas que regulan el proceso de determinación de las contribuciones 

parafiscales de la protección social, como se explicará más adelante, no tienen prevista la 
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firmeza de las declaraciones de autoliquidaciones privadas y pagos de aportes al Sistema 

de la Protección Social para los periodos gravables enero a diciembre de 2013. 

Por u parte el el artículo 178 de la Ley 1607 de 2012, establece que “La UGPP podrá iniciar 

las acciones sancionatorias y de determinación de las Contribuciones Parafiscales de la 
Protección Social, con la notificación del Requerimiento de Información o del pliego de cargos, 
dentro de los cinco (5) años siguientes contados a partir de la fecha en que el aportante debió 
declarar y no declaró, declaró por valores inferiores a los legalmente establecidos o se 

configuró el hecho sancionable.”, en este caso el periodo fiscalizado corresponde al año 

2013, por lo que el término de caducidad iba hasta el año 2018, no obstante para esa época 

ya había culminado el proceso de determinación con la expedición de la liquidación oficial 

RDO 2015 01170 de 2015. 

y no es cierto que la unidad haya vulnerado la normatividad que se cita en este acápite, razón 

por la cual solicito de manera respetuosa no acceder a las pretensiones de la parte actora. 

Ante la improsperidad de la anterior pretensión, no hay lugar a que se deje sin fundamento 

el valor determinado como sanción, toda vez que esta se impuso al haber incurrido el actor 

en la conducta de inexactitud en la autoliquidación y pago de aportes al Sistema de la 

Protección Social. 

La Unidad igualmente se opone a que condene en costas y agencias en derecho, con 

fundamento en lo siguiente: 

Al respecto, se advierte que esta carga económica comprende, por una parte los gastos 

necesarios para el trámite del juicio distintos del pago de apoderados y de otro lado, las 

agencias en derecho que corresponden a los gastos efectuados por concepto de 

apoderamiento, por lo que es necesario recordar que en aquellos casos en los cuales se 

demuestre que existe un interés general como es el caso que nos ocupa, no debe condenarse 

en costas.

Aunado a lo anterior, la Unidad es una autoridad pública que defiende la prevalencia del 

interés general y garantiza la efectividad de los principios, derechos y deberes que tienen que 

ver con el pago correcto y oportuno de las contribuciones parafiscales de la protección social 

cuyo objetivo es proteger los recursos y el patrimonio público del Sistema de Seguridad 

Social, y persigue una finalidad constitucionalmente legitima ya que las actuaciones de mi 

representada se hacen en base al cumplimiento de los fines del estado, motivo por el cual se 

puede establecer exenciones en el pago de costas.
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Ahora bien, el artículo 188 del CPACA, establece: 

“Salvo en los procesos en que se ventile un interés público, la sentencia dispondrá sobre la 

condena en costas, cuya liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código de 

Procedimiento Civil”. 

El precitado artículo remite en este tema al C.P.C. hoy, C.G.P; el cual en su artículo 365 

determina las reglas a las que debe sujetarse la condena en costas, de la siguiente manera: 

(…)

“Solo habrá lugar a costas cuando en el expediente aparezca que se causaron y en la 
medida de su comprobación”. 

Sin embargo, al revisar el escrito de demanda, no se encuentra ninguna prueba que acredite 

los gastos en que incurrió la parte actora para el desarrollo del proceso, por tanto mal puede 

condenarse en costas a mi representada en la medida en que no hay causación alguna que 

lo justifique. 

Por otra parte, con sujeción al lineamiento jurisprudencial que se ha fijado en materia de 

condena en costas1, 2las mismas no son procedentes conforme a lo previsto en al artículo 

188 del C.P.A.C.A, toda vez que la controversia en el presente asunto reviste un carácter de 

interés público dado que con el adecuado, completo y oportuno pago de aportes parafiscales 

se busca obtener los recursos necesarios para cumplir con el desarrollo de los fines del 

Estado Social de Derecho previstos en el artículo 2 de la Constitución Política, así como la 

financiación del Sistema. 

De acuerdo con lo expuesto, en el sub examine, es indudable que nos encontramos frente a 

un asunto de interés público, como son las contribuciones parafiscales, las cuales resultan 

necesarias para el propio funcionamiento y sostenibilidad del sistema de la Protección Social, 

y redundan de manera directa en beneficio del aportante e indirectamente de la comunidad 

en desarrollo del principio de solidaridad impuesto a toda persona por el sólo hecho de su 

pertenencia al conglomerado social- consistente en la vinculación del propio esfuerzo y 

actividad en beneficio o apoyo de otros asociados o en interés colectivo.

Sobre el particular, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 

Segunda, en sentencia del 19 de agosto de 2004, Exp. 2002-0175 (3403-02), precisó: 

Del recuento anterior de preceptos es necesario resaltar la importancia que tiene el principio de 

solidaridad en el régimen de salud de la ley 100 de 1993, el cual constituye un deber exigible a 

las personas, que hace referencia a la obligación que tienen los administrados de contribuir con 

1 Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Cuarta – Subsección “A”, Magistrada Ponente: Dra. Stella Jeannette 
Carvajal Basto. Expediente No. 25000233700020120035900, Sentencia del 25 de septiembre de 2013
2 Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Cuarta – Subsección “A”, Magistrada Ponente: Dra. Patricia Afanador 
Armenta. Expediente No. 25000233700020130041700, Sentencia del 21 de agosto de 2014
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su esfuerzo a la sostenibilidad, equidad y eficiencia, lo cual lleva forzosamente a concluir que 

éstos deban cotizar, si tienen ingresos, no solo para poder recibir los distintos beneficios, 
sino además para preservar el sistema en conjunto. 

Resulta, por lo tanto, una verdad indiscutible que la seguridad social integral tiende a la 

protección de los miembros de una comunidad en sus múltiples necesidades, por lo que la 

filosofía que informa el sistema está fincada, se repite, en la solidaridad social y en la 

integralidad. En esa medida los costos no los debe asumir el contingente de los 
trabajadores amparados, como tampoco los empresarios o patronos, pues éstos deben 
asumirlos  todos en conjunto, en directa proporción a sus recursos y así, los que poseen 
más, aportan más y los menos capaces, cotizan en menor cantidad. Además, los 
capacitados económicamente para aportar, subsidian a los demás, como una 
manifestación de la solidaridad humana.” (Negrilla fuera de texto). 

Por lo anterior, ruego al H. Despacho no acceder a esta pretensión. 

III. A LOS HECHOS DE LA DEMANDA

AL HECHO 1 a 3. Son ciertos.3

AL HECHO 4, 5 y 6. Son ciertos.4

AL HECHO 7. No es cierto, toda vez que a través del proceso de terminación se estableció 

que el aportante incurrió en las conducta de inexactitud y mora y no desvirtuó el actor el pago 

de los valores determinados en la liquidación oficial. 

AL HECHO 8.  Es un hecho que debe ser probado por la parte actora. 

AL HECHO 9.  Es cierto parcialmente. 

Es cierto que la Unidad profirió la liquidación oficial RDO 2015 01170 del 30 de diciembre de 

2015, por no pago e inexactitud en las autoliquidaciones y pago de los aportes al Sistema de 

la Protección Social, por los periodos enero a diciembre 2013, y se sanciona por inexactitud 

por el periodo de enero a diciembre de 2013. 

No es cierto que la Unidad haya desconocido las aclaraciones efectuados por el actor en la 

respuesta al requerimiento para Declarar y/o Corregir, toda vez que en la liquidación oficial 

se analizaron los argumentos del actor, como se evidencia en la pagina 11 y ss de la 

liquidación oficial. 

3 (Ver antecedentes administrativos carpeta denominada “1. REQUERIMIENTO DE INFORMACION ”).
4 (Ver antecedentes administrativos carpeta denominada “2. REQUERIMIENTO PARA DECLARAR YO CORREGIR ”).
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AL HECHO 10. No es cierto en la liquidación oficial se analizaron las pruebas y argumentos 

del actor en la respuesta al requerimiento para Declarar y/o Corregir, sin embargo el actor no 

probó el pago frente a los trabajadores que se determinó la conducta mora e inexactitud den 

la autoliquidación y pago de aportes al Sistema de la Protección Social. 

AL HECHO 11. El hecho es general e indeterminado, por lo que no es posible negarlo, ni 

afirmarlo.

AL HECHO 12.  No es cierto, tanto en el texto de la liquidación oficial como en su anexo se 

explica las razones y el valor del ajuste por cado trabajador frente al cual se determinaron 

ajustes.

AL HECHO 13. Es cierto y así efectuó en la liquidación oficial que esta acompañada de un 

archivo Excel que contiene los ajustes para cada subsistema y trabajador, como los valores 

determinados frente a cada uno de ellos. 

AL HECHO 14. No es cierto, la sanción se encuentra contemplada en el artículo 179 de la 

Ley 1607 de 2012, norma que no establece atenuante a graduación para imponerla, basta 

con que se incurra en la conducta para que se imponga la misma. 

IV. ARGUMENTOS DE DEFENSA

1. EN CUANTO A LOS CARGOS FORMULADOS POR EL DEMANDANTE EN EL 
ACÁPITE DENOMINADO: “DISPOSICIONES QUEBRANTADAS” Y “CONCEPTO DE 
VIOLACIÓN”.

CARGO: Señala la parte actora que se vulneró el artículo. 127 y 128 del C.S.T. y el artículo 

30 de la Ley 1393 de 2010. 

Al respecto H. Magistrada, se desestiman los argumentos expuestos por el 
demandante con fundamento en las siguientes consideraciones:

Para resolver lo anterior, se ha de señalar que en la liquidación oficial No. RDO 2015 01170 

del 30 de diciembre de 2015, se indicó lo siguiente: 
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De acuerdo con lo anterior, tenemos que conforme se explicó precedentemente en el acápite 

de “ANTECEDENTES GENERALES DE LA UGPP”, ésta Unidad fue creada con 

competencias y funciones especificas de efectuar tareas de seguimiento, colaboración y 
determinación de la adecuada, completa y oportuna liquidación y pago de las 
contribuciones parafiscales de la Protección Social, así como adelantar las 
investigaciones que estime convenientes para establecer la existencia de hechos que 
generen obligaciones en materia de contribuciones parafiscales de la protección social 
y de proferir las liquidaciones oficiales que podrán ser utilizadas por la propia UGPP o 
por las demás administradoras o entidades del Sistema de la Protección Social. 

De la misma manera se estableció que puede pronunciarse sobre la naturaleza de los pagos 

que los aportantes alegan como no salariales, en el entendido de que esa decisión es 

necesaria para la determinación de la adecuada, completa y oportuna liquidación y pago de 

las contribuciones parafiscales de la protección social, pues de no ser así, no tendría sentido 
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y objeto la creación de la Unidad y no podría desarrollar su funciones ni cumplir los objetivos 

para los cuales fue precisamente creada, sin embargo  no puede perderse de vista que la 

Unidad en ningún momento ha cambiado la naturaleza de los pagos, lo que ha realizado en 

la Liquidación Oficial, es aplicar en estricto sentido los artículos 127 y 128 del C.S.T.

En efecto, la competencia otorgada a la UGPP la faculta para de acuerdo con la definición 

que dio el Legislador sobre salario, incluya a través del proceso de determinación oficial 

dentro del IBC aquellos pagos que ostenten tal condición, si el aportante así no lo hizo, lo 

anterior atendiendo la autonomía de las autoridades tributarias en ejercicio de sus 

competencias que tal como lo ha entendido el Consejo de Estado Sección Cuarta en 

sentencia del 1º de noviembre de 2012 proferida dentro del expediente 

250002327000200501323-01 (17786) conlleva la posibilidad de revisar el carácter salarial o 

no salarial de los pagos realizados a los trabajadores al exponer:

“La sentencia transcrita permite advertir la gran dificultad que tiene la definición de salario, ora 

para efectos laborales ora para efectos tributarios. Pero como, precisamente, la discusión 

puede darse para uno u otro efecto, tanto las autoridades tributarias, cuando inician las 
actuaciones administrativas encaminadas a formular liquidaciones oficiales de revisión 
de impuestos, como la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo cuando controla 
esas actuaciones, tienen competencia para valorar si determinada erogación laboral 
tiene o no el carácter de salario, y sin perjuicio de la competencia que le corresponde a 
la jurisdicción ordinaria. Esto no significa que determinadas erogaciones laborales puedan 

tener un carácter distinto dependiendo de la autoridad administrativa o judicial que analice la 

naturaleza de la expensa, pues, por seguridad jurídica, cualquiera de las citadas autoridades 

está conminada a valorar los casos concretos, atendiendo los principios constitucionales que, 

como se vio, orientan la definición del salario, y aquellas reglas o criterios que haya trazado el 

legislador para los mismos fines. Le corresponde, entonces, a las partes en litigio, suministrar 

los elementos probatorios y de juicio que permitan a las autoridades judiciales aplicar, en cada 

caso concreto, los mentados principios, reglas y criterios constitucionales y legales.”

Para decantar lo anterior, empezaremos por remitirnos a la disposición que regula lo 

concerniente al  salario contenida en el artículo 127 del Código Sustantivo del Trabajo, que 

señala:

 “ARTICULO 127. ELEMENTOS INTEGRANTES. <Artículo modificado por el artículo 14 del 

Ley 50 de 1990. El nuevo texto es el siguiente:>  Constituye salario no sólo la remuneración 
ordinaria, fija o variable, sino todo lo que recibe el trabajador en dinero o en especie 
como contraprestación directa del servicio, sea cualquiera la forma o denominación que 
se adopte, como primas, sobresueldos, bonificaciones habituales, valor del trabajo 
suplementario o de las horas extras, valor del trabajo en días de descanso obligatorio, 
porcentajes sobre ventas y comisiones.” (Subrayas y negrillas fuera del texto original.) 
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De acuerdo con ello, se entiende por salario toda remuneración directa que se haga al 

trabajador por la prestación de servicios que éste realice independientemente del nombre 

que se le otorgue o las condiciones en que se pague - dinero o especie -, quedando excluidos 

las sumas que ocasionalmente y por mera liberalidad recibe el trabajador del empleador, lo 

recibido por el trabajador en dinero o en especie no para su beneficio o para enriquecer su 

patrimonio sino para el desempeño de sus funciones y los beneficios o auxilios habituales u 

ocasionales acordados convencional o contractualmente y que se otorgan en forma 

extralegal, cuando las partes lo hayan dispuesto expresamente. 

Respecto al concepto de salario, la Corte Constitucional en la Sentencia C–892 de 2 de 

diciembre de 20095, se pronunció así:  

“El salario, según lo dispone el artículo 127 CST., subrogado por el artículo 14 de la Ley 50/90, 

está conformado no sólo por la remuneración ordinaria, fija o variable, sino por todo lo que 

recibe el trabajador en dinero o en especie como contraprestación directa del servicio, sea 

cualquiera la forma o denominación que se adopte, como primas, sobresueldos, bonificaciones 

habituales, valor del trabajo suplementario o de las horas extras, valor del trabajo en días de 

descanso obligatorio, porcentajes sobre ventas y comisiones.  Esta definición excluye, por 
ende, otro tipo de ingresos laborales que no están dirigidos a retribuir dicho servicio, 
sino a asumir riesgos o gastos de otra naturaleza, y dentro de la categoría de pagos no 
constitutivos de salario quedan incorporados (i) las indemnizaciones que asume el 
patrono por daños o demás detrimentos que sufra el trabajador en el marco de la relación 
laboral; (ii) la remuneración del trabajador durante el descanso obligatorio (vacaciones y 
días no laborables de naturaleza legal y/o estipulados en el contrato respectivo); (iii) las 
sumas o bienes que recibe el trabajador con el fin de ejercer cabalmente sus funciones, 
como sucede con el auxilio de transporte de que trata la Ley 15/59, al igual que los demás 
conceptos que enlista el artículo 128 CST.; y (iv) aquellos montos que recibe el trabajador 
por simple liberalidad del empleador y no como contraprestación por el servicio personal 
que presta”. (Resaltado por esta Dirección)

Debe tenerse en cuenta que artículo 127 mencionado, en forma expresa señala que no 

constituye  salario las sumas que ocasionalmente y por mera liberalidad reciba el trabajador 

por parte del empleador, no para su beneficio ni enriquecer su patrimonio, sino para 

desempeñar a cabalidad sus funciones, lo cual dista de la interpretación que quiere hacer ver 

el actor para justificar que los auxilios y/o bonificaciones pagadas a sus trabajadores no son 

salariales, cuando algunos de estos pagos superan el salario básico del trabajador y es aquí 

donde la UGPP con fundamento en sus competencias Legales goza de autonomía e 

independencia, frente a las competencia de la jurisdicción laboral para interpretar la cláusulas 

contractuales a fin de determinar si son o no salariales, de cara a la adecuada, completa y 

oportuna determinación y cobro de las contribuciones parafiscales. 

5 Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas Silva. 
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En efecto, si el pago cumple los requisitos para ser considerado como salarial, en la medida 

en que es reconocido como contraprestación del servicio y se concede con carácter de 

habitualidad, dicho pago no puede ser pactado como no salarial porque desnaturaliza su 

esencia como pago salarial, es decir, a través de los pactos de desalarización no es dable ni 

dable cambiarle la naturaleza de no salarial a un concepto que por su propia naturaleza 

atiende criterios para ser considerado como salarial y pretender con esto evitarse el pago de 

los aportes a seguridad social y parafiscales, desconociendo con esa interpretación 

restrictiva, que está en juego, entre otros  aspectos, los que inciden en la pensión del 

beneficiario del aporte que pretende recortarse, así como el Sistema de Seguridad sociales, 

que de acuerdo con la Ley debe ser equitativo y garantista y por el que debe propenderse, 

de acuerdo con la Constitución y La Ley. 

En consecuencia, los pagos que en todos los casos tengan una naturaleza salarial, deberían 

hacer parte del IBC para liquidar las contribuciones del Sistema de Protección Social, en 

especial teniendo en cuenta los principios de primacía de la realidad y proporcionalidad del 

salario del artículo 53 de la Constitución Política. 

En el mismo sentido la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia6 ha sido enfática en 

sostener que las partes en el contrato laboral no les está permitido desconocer el carácter 

salarial de los pagos que tengan dicha naturaleza so pena de ineficacia de las cláusulas que 

le nieguen tal carácter: 

“Para responder esta parte de la acusación, la Corte recuerda que, conforme a su orientación 

doctrinaria, al amparo de la facultad contemplada en el artículo 15 de la Ley 50 de 1990, que 

subrogó el 128 del Código Sustantivo del Trabajo, las partes no pueden desconocer la 
naturaleza salarial de beneficios que, por ley, claramente tienen tal carácter.

Ello traduce la ineficacia jurídica de cualquier cláusula contractual en que las partes 
nieguen el carácter de salario a lo que intrínsecamente lo es, por corresponder a una 
retribución directa del servicio, o pretendan otorgarle un calificativo que no se 
corresponda con esa naturaleza salarial. Carece, pues, de eficacia jurídica todo pacto en 
que se prive de la índole salarial a pagos que responden a una contraprestación directa 
del servicio, esto es, derechamente y sin torceduras, del trabajo realizado por el 
empleado.

Así, por ejemplo, en sentencia del 10 de diciembre de 1998, Rad. 11.310, la Corte sostuvo:

6 Sala Laboral, Sentencia del 1 de febrero de 2011, demandante: Humberto Agudelo López, demandado: Corporación Deportiva 
Once Caldas, Radicación 35.771, Magistrado Ponente: Gustavo José Gnecco Mendoza. 
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“Una de las disposiciones que mayor flexibilidad otorgó a las relaciones laborales la encarna el 

artículo 15 de la Ley 50 de 1990 que otorga a las partes unidas en un contrato de trabajo la 

facultad de determinar, que ciertos beneficios o auxilios extra legales que devengue el trabajador 

no se incluyan en el cómputo de liquidación de prestaciones sociales. Naturalmente ello no 

comporta que se permita desnaturalizar el carácter salarial de beneficios que por ley claramente 

tienen tal connotación, pues dicha estipulación no consagra una libertad absoluta sino limitada 

a los fines y eventos previstos por vía de ejemplo en la norma y a aquellos que configuren 

situaciones análogas”.

Y en fallo de casación del 10 de julio de 2006, Rad. 27.325, sostuvo:

 

“De conformidad con el artículo 127 del Código Sustantivo del Trabajo, en la forma como fue 

modificado por el artículo 14 de la Ley 50 de 1990, se entiende por salario “no sólo la 

remuneración ordinaria, fija o variable, sino todo lo que recibe el trabajador en dinero o en 

especie como contraprestación directa del servicio, sea cualquiera la forma o denominación que 

se adopte, como primas, sobresueldos, bonificaciones habituales, valor del trabajo 

suplementario o de las horas extras, valor del trabajo en días de descanso obligatorio, 

porcentajes sobre ventas y comisiones. 

“Lo anterior indica que un elemento caracterizador del salario es que corresponda a un pago 

como contraprestación directa del servicio del trabajador, cuya forma o denominación puede 

adoptarse de diferentes formas, es decir, un salario fijo, o uno variable, o uno compuesto por 

una suma fija y otra variable, en dinero o en especie, así que cuando el pago que recibe el 

asalariado tiene como causa inmediata el servicio que éste presta, o sea su actividad en la labor 

desempeñada, será salario sin que las partes puedan convenir en sentido contrario, como 

ocurre, por ejemplo, cuando se trata de trabajo suplementario, horas extras, trabajo en días de 

descanso obligatorio o en las ventas realizadas por el trabajador. En estos casos, cualquier 

cláusula que las partes acuerden para restarle naturaleza salarial a los pagos que recibe el 

trabajador por esos conceptos, será ineficaz.”

Conforme a lo expuesto, se advierte que si bien, según el artículo 128 del Código Sustantivo 

del Trabajo, las partes están en libertad de pactar que determinados pagos no tengan carácter 

salarial para efectos de liquidar las prestaciones sociales, las partes no pueden desconocer 
que si éstos retribuyen directamente el servicio prestado por el trabajador deben 
considerarse como salariales y hacer parte del IBC para liquidar los aportes a 
Seguridad Social y Parafiscales, en especial teniendo en cuenta los principios de 
primacía de la realidad y proporcionalidad prevista en el artículo 53 de la Constitución 
Política, de acuerdo con el cual, el salario debe ser proporcional a la cantidad y calidad 
de trabajo desempeñado, por lo que no es razonable que el concepto pactado como 
salarial resulte en la mayoría de casos considerablemente inferior frente a lo pactado 
como salarial, hecho este que corroboró la Unidad en ambas resoluciones, luego de 
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analizado el material probatorio obrante en el expediente y que como quedo visto, el aportante 

lo acepta en muchos casos. 

Ahora bien, no es cierto que solo aquellos pagos de naturaleza salarial sean los únicos sobre 

los cuales se debe realizar el pago de aportes al Sistema de la Protección Social, es de anotar 

que con la expedición de la Ley 1393 de 2010, se estableció un límite a los empleadores y 

objetivo principal es evitar la “elusión de aportes” poniendo límite a los aportantes frente a las 

prácticas de desalarización para exonerar o sustraer algunos pagos del Ingreso Base 

Cotización; la norma en esencia busca controlar que los empleadores a través de estos 

pactos reduzcan el salario a su más mínima expresión para efectos de autoliquidar y pagar 

los aportes al Sistema de la Protección Social. 

En este sentido, la Ley 1393 de 2010 “Por la cual se definen rentas de destinación específica 

para la salud, se adoptan medidas para promover actividades generadoras de recursos para 

la salud, para evitar la evasión y la elusión de aportes a la salud, se redireccionan recursos 

al interior del sistema de salud y se dictan otras disposiciones”, prescribe:

“Artículo  30. Sin perjuicio de lo previsto para otros fines, para los efectos relacionados 

con los artículos 18 y 204 de la Ley 100 de 1993, los pagos laborales no 
constitutivos de salario de las trabajadores particulares no podrán ser superiores 
al 40% del total de la remuneración.” (Subraya y negrilla fuera del texto)

Así las cosas, por mandato legal se fijó que los pagos laborales de los trabajadores 

particulares que no constituyen salario no pueden superar el 40% del total de la 

remuneración, para determinar el Ingreso Base de Cotización a los subsistemas de la 

Protección Social en Salud, Pensión y Riesgos Laborales. 

Ahora bien, es importante precisar que el citado artículo 30 de la Ley 1393 de 2010, tiene 

aplicación sólo para el Sistema General de Seguridad Social en Salud, pensión y riesgos 

laborales, cuando en una relación laboral, el empleador y el trabajador han pactado otros 

ingresos distintos a los que constituyen salario y que estos superan el 40% del total de la 

remuneración, aclarando que estos ingresos deben respetar su naturaleza de no salarial para 

que la excepción del 40% tenga validez. 

La restricción establecida en el artículo 30 de la Ley 1393 de 2010 sobre el tope de 40%, es 

sólo para aquellos pagos que por su naturaleza no sean retributivos de la prestación directa 

del trabajador, ni aquellos “beneficios o auxilios habituales u ocasionales acordado 

convencional o contractualmente u otorgados en forma extralegal por el empleador, cuando 

las partes hayan dispuesto expresamente que no constituyen salario en dinero o en especie, 

tales como la alimentación, habitación o vestuario, las primas extralegales de vacaciones, de 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=5248#18
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=5248#204
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servicios o de navidad”, es decir, en los cuales se cumpla lo establecido en el artículo 128 del 

CST, y para aquellos casos, en que si bien el pago constituye un pago NO SALARIAL los 

valores que excedan el tope, deben incluirse en el IBC. 

Es así como el antes llamado Ministerio de la Protección Social en el Concepto No. 101294 

del 12 de abril de 2011, en relación con el artículo 30 de la Ley 1393 de 2010 manifestó lo 

siguiente: 

“La norma preinserta establece una clara prohibición en el sentido de que para los efectos de 

la determinación del ingreso base de cotización al Sistema General de Seguridad Social en 

Salud, Pensiones y Riesgos Profesionales, los pagos no constitutivos de salario no podrán 

exceder el 40% del total de la remuneración.

Ahora bien para determinar el alcance de la expresión “pagos no constitutivos de 

salario” contenida en el artículo 30 de la Ley 1393 de 2010, debe tenerse en cuenta el contexto 

de la norma de la cual hace parte, así como el sentido general de la Ley 1393 de 2010.

En cuanto al contexto de la norma, es importante recordar que ella está ubicada en el capítulo 

de la Ley 1393, denominado “Medidas en materia de control a la evasión y elusión de 

cotizaciones y aportes”, lo cual implica que su propósito no es el de modificar o redefinir 
ni el concepto de salario ni el de ingreso base de cotización, sino el de evitar algunas 
conductas o actuaciones de los empleadores y/o trabajadores que puedan llegar a tener 
por efecto reducir la base de sus aportes al Sistema Integral de Seguridad Social. Por 

ello, debe partirse de la premisa de que para el correcto entendimiento de esta disposición, las 
normas que resultan en primera lugar aplicables son los artículos 127 y 128 del Código 
Sustantivo del Trabajo.

El artículo 127 del CST establece la definición general de salario vigente en el derecho 

colombiano, el cual incluye “todo lo que recibe el trabajador en dinero o en especie como 

contraprestación directa del servicio”.

 Por su parte, el artículo 128 del CST define los pagos que no se consideran salario y al 

respecto establece:

(…)

Se infiere de las normas citadas que el concepto general de salario incluye toda 
contraprestación directa por el servicio, pero no forman parte del mismo ni las 
prestaciones sociales ni los demás emolumentos percibidos por el trabajador, cuando 
las partes han acordado expresamente que éstos no constituyen salario.
(…)

 Por lo tanto, el alcance de la expresión “pagos laborales no constitutivos de salario de 
los trabajadores particulares” contenida en el artículo 30 de la 1393 de 2010, debe 
entenderse en el marco del artículo 127 y 128 del CST y de las Sentencias C- 710 de 1996 
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y C-510 de 1995 de la Corte Constitucional que declararon su exequibilidad, norma ésta 

en virtud del cual el legislador autoriza a las partes celebrantes de un contrato individual de 

trabajo, o de una convención colectiva de trabajo o de un pacto colectivo, para disponer 

expresamente que determinado beneficio o auxilio extralegal, a pesar de su carácter 

retributivo del trabajo, no tenga incidencia en la liquidación y pago de otras prestaciones o 

indemnizaciones; sin embargo y para efectos del pago de aportes del Sistema General de 
Seguridad Social por disposición expresa del legislador, éstos pagos no podrán superar 
el 40% del total de la remuneración.

(…)

 

En este orden de ideas, y para efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 30 de 

la Ley 1393 de 2010, los empleadores al momento de efectuar la liquidación y pago de 
aportes a la seguridad social, deben verificar que los pagos no constitutivos de salario, 
de acuerdo con la definición que de los mismos establece el artículo 128 del Código 
Sustantivo del Trabajo, no superen el tope del 40% del total de la remuneración; de ser 
así, las sumas que superen dicho monto se tendrán en cuenta como parte del Ingreso 
Base de Cotización –IBC- para el pago de los aportes a los Sistema de Salud, Pensiones 
y Riesgos Profesionales. A modo de ejemplo:

 

Un trabajador dependiente, recibe por concepto de salario básico mensual un valor de 

$1.000.000.oo y además recibe un pago no constitutivo de salario por valor de $800.000,oo, 

siendo la cotización de conformidad con el artículo 30 de la Ley 1393 de 2010 la siguiente

Salario Mensual (Art. 127 CST) $1.000.000.oo

Pago no constitutivo de Salario (art. 128 CST), $ 800.000.oo

TOTAL REMUNERACIÓN $1.800.000.oo

40% aplicado a la remuneración (art. 30 L. 1393/10 $ 720.000.oo

Valor superior al 40% $ 80.000.oo

Ingreso Base de Cotización- IBC- Salario Mensual más valor 

superior al 40%

$1.080.000.oo

 

 En nuestro ejemplo el Ingreso Base de Cotización a los Sistema de Salud, Pensiones y 

Riesgos Profesionales corresponderá a $1.080.000.oo valor que resulta de la suma del salario 

mensual y el monto de los pagos no constitutivos de salario que excede el 40% del total de la 

remuneración en aplicación de lo previsto en el artículo 30 de la Ley 1393 de 2010.” (Negrilla 

y subraya fuera del texto original)

De igual manera, el Ministerio de Trabajo ha sido claro en señalar que los beneficios o auxilios 

en los términos del artículo 127 y 128 del C.S.T., se pueden pactar como no salariales, pero 

sólo para efectos de liquidación y pago de prestaciones e indemnizaciones, debiéndose 



       

Recepción de correspondencia:
Avenida Carrera 68 No 13-37 
(Bogotá, D.C.)

Centro de Atención al Ciudadano
Centro Comercial Multiplaza
Calle 19 A # 72 – 57
Locales B-127 y B-128
Lunes a Viernes 8:00 a.m. a 5:00 p.m.
Sábados 9:00 a.m. a 1:00 p.m.

Línea Gratuita Nacional: 018000 423 423
Línea fija en Bogotá: (1) 4926090
Lunes a viernes de 6:00 am a 9:00 pm.

respetar por disposición expresa del legislador, el tope del 40% del total de la 
remuneración, así por ejemplo en el concepto número 1479214 del 25 de junio de 2013, 

señaló: 

“En este orden de ideas, y para efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 
30 de la Ley 1393 de 2010, los empleadores al momento de efectuar la liquidación y pago 
de aportes a la seguridad social, deberá verificar que los pagos no constitutivos de 
acuerdo con la definición de que los mismos establece el artículo 128 del Código 
Sustantivo del Trabajo no superen el 40% del total de la remuneración, de ser así, las 
sumas que superen dicho monto se tendrán en cuenta como parte del Ingreso Base de 
Cotización – IBC – para el pago de los aportes al sistema de salud, pensiones y riegos 
Profesionales. (…)”. (Resaltado fuera del texto original). 

Nótese que acá el Ministerio es contundente en señalar que los empleadores al momento de 

efectuar la liquidación y pago de aportes a la seguridad social, deberán verificar que los pagos 

no constitutivos de salario no superen el 40% del total de la remuneración, ya que las 

sumas que lo superen se deberán tener en cuenta para el pago de los aportes a los 

subsistemas de Salud, pensión y riegos laborales, que fue lo que precisamente interpretó y 

aplicó mi representada en la Liquidación Oficial. 

En los casos los pagos no salariales superaron el límite del 40%, razón por la cual su exceso 

fue incluido en el IBC para calcular los aportes a los subsistemas se salud, pensión y riesgos 

laborales, lo que nos permite concluir que el cálculo del ajuste realizado por la Unidad 

corresponde al correcto; en el IBC se tomó de la sumatoria del valor de los pagos salariales 

más el exceso de los pagos no salariales establecido con base en el Art. 30 Ley 1393/10, a 

partir de este se calculó el aporte liquidado aplicando la tarifa subsistema salud que al ser 

comparado con el aporte liquidado y pagado a través de la planilla PILA de la demandante, 

se determinó una diferencia a favor del sistema al haberse liquidado y pagado por un valor 

inferior, con lo cual se estableció que el aportante incurrió en  inexactitud, diferencia que 

corresponde precisamente a la no inclusión  como factor integrante del IBC el exceso de los 

pagos no salariales. 

Acorde con lo anterior, del análisis de la demanda, tenemos que la parte actora hace alegatos 

de manera general sin precisar de manera puntual sobre que trabajadores, a su juicio la 

Unidad se equivocó en la determinación del IBC para los trabajadores que se efectuaron 

ajustes, por lo que en este punto se transgredió el principio de Justicia Rogada, dado que el 

actor hizo un alegato de manera general sin que de manera puntual precisara respecto de 

que trabajadores, periodos y subsistema se había cometido el error alegado y que pruebas 

se habían dejado de valorar
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La Unidad respetó los pactos de desalarización en la medida que fueron debidamente 

probados por el actor, diferente es que frente a esos pagos – no salariales -, en la medida 

que superaron el $40% de los pagos salariales, su excedente se incluyó en la determinación 

del IBC, en los casos que no se superó este límite no se efectuó ajuste alguno con destino al 

Sistema de la Protección Social tal como se verifica de la lectura de la liquidación oficial. 

Adicional a lo anterior, tenemos que de acuerdo a la información allegada, la parte actora 

pacto como no salarial pagos relacionados con comisiones, para lo cual es necesario precisar 

el concepto de salario y los elementos que lo componen para posteriormente esbozar los 

límites de los acuerdos de desregularización salarial de acuerdo a la jurisprudencia de la 

Corte Constitucional y la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia.

El salario constituye uno de los elementos inherentes al contrato de trabajo, pues es una 

obligación que surge de la labor que realiza el empleado en beneficio del patrono. Además, 

el salario “ostenta la condición de principio mínimo fundamental en materia laboral, según 

las voces del artículo 53 de la Carta, que se refiere a la remuneración mínima vital y móvil, 

proporcional a la cantidad y calidad de trabajo”7. 

El Código Sustantivo de Trabajo establece en su artículo 127 los pagos que son salario 

indicando que: “Constituye salario no sólo la remuneración ordinaria, fija o variable, sino todo 

lo que recibe el trabajador en dinero o en especie como contraprestación directa del servicio, 

sea cualquiera la forma o denominación que se adopte, como primas, sobresueldos, 

bonificaciones habituales, valor del trabajo suplementario o de las horas extras, valor del 

trabajo en días de descanso obligatorio, porcentajes sobre ventas y comisiones”.

La Corte Constitucional y Suprema de Justicia (Sala de Casación Laboral) han propuesto 

otorgar al salario un significado con fundamento en el bloque de constitucionalidad. El 

Convenio 95 de la Organización Internacional del Trabajo -relativo a la protección del salario-, 

ratificado por la Ley 54 de 1992, que en el artículo 1º señala:

“El término salario significa la remuneración o ganancia, sea cual fuere su denominación 

o método de cálculo, siempre que pueda evaluarse en efectivo, fijada por acuerdo o por 

la legislación nacional, y debida por un empleador a un trabajador en virtud de un contrato 

de trabajo, escrito o verbal, por el trabajo que éste último haya efectuado o deba efectuar 

o por servicios que haya prestado o deba prestar”8 

7Sentencia C-310 de 2007 M.P. Nilson Pinilla Pinilla. 
8Sentencia SU-995 de 2009 M.P. Carlos Gaviria Díaz. En el mismo sentido opinó la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral sentencias del 

27 de noviembre de 2012, radicación N° 42277; del 13 de junio de 2012 radicación 39.475; y del 5 de junio de 2012, radicación 40530 M.P. Carlos Ernesto 

Molina Monsalve.
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La Sala Plena de la Corte Constitucional9 ha reiterado que esa definición es vinculante, 

porque propone la integración normativa del ordenamiento jurídico nacional con los sistemas 

internacionales. Incluso tiene rango constitucional, aunque no se encuentre expresamente 

en la Carta política de 199110, ya que hace parte del bloque de constitucionalidad. Al igual 

que es el resultado de una concepción garantista del derecho al trabajo, en la medida que 

dicho principio es una base del Estado Social de Derecho. 

Con sustento en lo anterior, la Corte Constitucional  ha interpretado la normatividad interna 

resaltando que:

 “el legislador ha fijado el alcance de la noción de salario en el artículo 127 del C. S. T. 

modificado por el artículo 15 de la Ley 50 de 1990, señalando que constituye salario no 

sólo la remuneración ordinaria, fija o variable, sino todo lo que recibe el trabajador en 

dinero o en especie como contraprestación directa del servicio, ‘cualquiera sea la forma 

o denominación que adopte’. (…)  Se  trata, como ha reconocido la jurisprudencia de esta 

corporación11, de lo que ingresa real y efectivamente al patrimonio del trabajador a título 

oneroso, como retribución periódica y habitual por la realización una actividad personal y 

subordinada”12.  

En el mismo sentido, la Corte Suprema de Justicia, en aras de proteger al trabajador y de 

aplicar el principio constitucional de la primacía de la realidad sobre las formas, al respecto 

en Sentencias del 25 de mayo de 2009 M.P. GUSTAVO JOSE GNECCO MENDOZA, 

Rad.32657, del 24 de mayo de 2011 del mismo magistrado y del 22 de mayo de 2013 M.P. 

CARLOS ERNESTO MOLINA MONSALVE, se ha indicado:

“con el fin de establecer si un pago es o no constitutivo de salario, más que a su fuente o 

causa debe estarse a su finalidad, pues es, a partir de ese análisis, que es posible 

establecer si se reúnen las características del pago salarial y, entre ellas, la fundamental 

que es la de constituir una retribución directa del servicio”13  

En conclusión, el salario como elemento que emana del derecho al trabajo es una obligación 

del empleador y un derecho irrenunciable del trabajador, su característica esencial es la 

retribución por el servicio prestado independientemente de su denominación.

9Sentencia SU-995 de 2009 M.P. Carlos Gaviria Díaz.

10Sentencia C-228 de 2009 M.P. Humberto Antonio Sierra Porto. 

11Op.cit., sentencia C-521 de 1995.

12Op.cit, sentencia C-310 de 2007. En similar sentido ver sentencia C-892 de 2009 M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.

13Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, las sentencias del  25 de mayo de 2009 M. P. Gustavo José Gnecco Mendoza, Rad. No.32657; 

del 24 de mayo de 2011, M. P. Gustavo José Gnecco Mendoza, Rad. No.36355; y de 22 de mayo de 2013 M.P. Carlos Ernesto Molina Monsalve, Rad. 

37416. 
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En este sentido, la Corte Suprema de Justicia precisó que “las partes no son enteramente 
libres en el momento de acordar las cláusulas de exclusión salarial previstas en el 
artículo 128 del CST; tales acuerdos no pueden desnaturalizar a su antojo aquellos 

estipendios que por ser una retribución directa de la prestación personal del servicio  tienen 

el carácter de salario”14.

De lo anterior, se entiende que los extremos de las relaciones laborales se encuentran 

vinculados a los principios constitucionales y a los derechos fundamentales del trabajador, 

porque aquellos no son enteramente libres al momento de acordar las cláusulas de exclusión 

salarial previstas en el artículo 128 del C.S.T.

Analizada la información que el aportante allegó a la actuación administrativa, tenemos que 

La UGPP evidencio lo siguiente en la liquidación oficial:

Teniendo en cuenta que los pagos por estos conceptos corresponden a pagos relacionados 

en el art. 127 del CST, la Unidad los consideró salariales, sin la parte actora señala que es 

un pago no salarial, dicha clausulas resultarían ineficaces dado que contrarían la constitución 

y la Ley, pues las comisiones por expresa disposición legal y en atención a que están 

retribuyendo el trabajó e ingresan al patrimonio del trabajador, hecho que no puede ser 

desconocido por el empleador y pactarlo como no salarial. 

En ese orden de ideas, no puede desconocerse que conforme al artículo 127 del C.S.T, las 

comisiones, porcentajes sobre ventas, pagos por gestión de metas claramente constituyen 

salario dado que corresponden a retribución del servicio y por ende ingresan al patrimonio 

de éste, por tanto, no puede considerarse como un pago no salarial, así se haya acordado 

como tal. 

14Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral sentencia del 25 de enero de 2011, radicación N° 37037 M.P  Jorge Mauricio Burgos Ruiz.
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En sentencia de la Sala de Casación Laboral de la H. Corte Suprema de Justicia en sentencia 

con radicado No. SL1005-2021 Rad. No. 80991 de fecha 17 de marzo de 2021, en la que 

señaló: 

“Igualmente, en la sentencia CSJ SL, 17 abr. 2013, rad. 41423, la Sala concluyó que 

los pactos que sujetan el nacimiento de las comisiones por ventas al recaudo de los 

dineros, en vigencia de la relación laboral, son contrarios a los derechos mínimos del 

trabajador. Dijo la Corte en esa oportunidad:  

Ahora, en lo relacionado con las ventas realizadas en vigencia del contrato, pero 

en proceso de facturación a la fecha de retiro, obra en el expediente, a folio 25, 

copia del contrato de trabajo, que en el parágrafo quinto, señala:

“Para ser exigibles la remuneración y comisiones mencionadas debe haber sido 

cancelada la factura en su monto total. EL TRABAJADOR y LA EMPRESA 

conviene expresamente en que deben cumplirse ineludiblemente los siguientes 

requisitos y condiciones:

A) Que el presente contrato de trabajo esté en plena vigencia, completa 

ejecución y no haya terminado por ninguna causa. Por consiguiente es 

expresamente entendido que no habrá derecho al pago de comisiones sobre 

negociaciones iniciados por el TRABAJADOR y que sean perfeccionados 

después de retirarse o de ser retirado por la EMPRESA.

Con fundamento en ella, tanto los rubros a los que se hace referencia en el hecho 

4° de la demanda, que admite el recurrente “se encontraban en proceso de 

facturación a la fecha de su retiro,” aunque correspondían a los meses de julio, 

agosto, septiembre y octubre de 2004, como la factura de Holcim, identificada con 

el número 4530014048, por la suma de $49.648.406, de 6 de octubre de 2004 (folios 

131 y 132), en la que se pacta su cancelación 30 días después, fueron excluidos por 

la empresa.

Sin embargo, ese acuerdo es lesivo de los derechos del trabajador, pues si 
como la misma demandada lo acepta, Barbosa Chavarro realizó esas ventas, 
aunque solo se obtuvo su pago luego de que el contrato terminó, lo cierto es 
que tales ventas se concretaron por virtud de la prestación personal del 
servicio del actor, siendo evidente que debe recibir la comisión 
correspondiente.
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En efecto, la empresa, según el objeto incorporado en la cláusula primera del 

contrato de trabajo, pactó con el trabajador la obligación, entre otras, de “poner al 

servicio del EMPLEADOR toda su capacidad normal de trabajo en el desempeño de 

las funciones propias del oficio mencionado y en las labores anexas y 

complementarias del mismo, de conformidad con las órdenes e instrucciones que le 

imparta el EMPLEADOR directamente o a través de sus representantes”, a cambio 

de una remuneración que incluía el pago de las comisiones, y si aquel objeto se 

cumplió no existe razón valedera para excluirlas, ni siquiera bajo el argumento de 

las contingencias propias de los negocios ya finiquitados, dado que esa es una 

discusión que ya no le compete al trabajador.

Así lo ha estimado esta Corte, incluso en reciente decisión de 14 de agosto de 2012, 

radicado 37192, en la que, en lo pertinente consideró:

“es evidente el desatino del fallador de alzada al inferir que conforme la reflexión 

jurisprudencial que copió en parte, la comisión está supeditada a la prestación del 

servicio hasta la recolección efectiva de su costo, y que al no constituir tal rubro 

derecho adquirido, no le asistía derecho al trabajador a percibir la comisión 

pretendida, pues como antes se observó, la jurisprudencia prevé que es muy distinto 

el caso de las ventas que, realizadas en vigencia del contrato su pago sólo lo obtiene 

el patrono después de que éste ha terminado porque en ese caso, como claramente 

lo tiene definido la Sala, el trabajador debe recibir la comisión correspondiente (Rad. 

2437, 16 junio/89)”.

En esos términos, incluso si la Corte considerara que la cláusula adicional al contrato 

de trabajo sujetó el pago de las comisiones al efectivo recaudo, en vigencia de la 

relación laboral, una estipulación de tal magnitud resultaría ineficaz, por vulnerar los 

derechos mínimos del trabajador, más si se tiene en cuenta que, como ya se advirtió, 

debido a los plazos generados a favor de los clientes, no era posible física y legalmente 

para el actor realizar esa tarea.” Resaltado propio)

Como se observa, las comisiones son un elemento integrante del salario, dado que el 

legislador ha sido quien le ha dado esta connotación y por tal motivo así debe ser considerado 

sin lugar a dubitaciones y, no puede ser desconocido a su libre albedrío por las partes y 

mucho menos por el despacho, razón por la cual no pueden ser excluidas del IBC para 

efectos de calcular los aportes al sistema de la protección social. 

En efecto, el artículo 53 de la Constitución Nacional en forma expresa señala, entre otras 

cosas, la irrenunciabilidad a los beneficios mínimos establecidos en normas laborales, 
situación más favorable al trabajador en caso de duda en la aplicación e interpretación 



       

Recepción de correspondencia:
Avenida Carrera 68 No 13-37 
(Bogotá, D.C.)

Centro de Atención al Ciudadano
Centro Comercial Multiplaza
Calle 19 A # 72 – 57
Locales B-127 y B-128
Lunes a Viernes 8:00 a.m. a 5:00 p.m.
Sábados 9:00 a.m. a 1:00 p.m.

Línea Gratuita Nacional: 018000 423 423
Línea fija en Bogotá: (1) 4926090
Lunes a viernes de 6:00 am a 9:00 pm.

de las fuentes formales de derecho; primacía de la realidad sobre formalidades 
establecidas por los sujetos de las relaciones laborales; garantía a la seguridad 
social.15

Ello en concordancia con los artículos 13 Y 14 y 43 del C.S.T., que señalan: 

“ARTICULO 13. MINIMO DE DERECHOS Y GARANTIAS. Las disposiciones de este Código 

contienen el mínimo de derechos y garantías consagradas en favor de los trabajadores. No 

produce efecto alguno cualquiera estipulación que afecte o desconozca este mínimo.”

“ARTICULO 14. CARACTER DE ORDEN PÚBLICO. IRRENUNCIABILIDAD. Las disposiciones 

legales que regulan el trabajo humano son de orden público y, por consiguiente, los derechos y 

prerrogativas que ellas conceden son irrenunciables, salvo los casos expresamente 

exceptuados por la ley.”

“ARTICULO 43. CLAUSULAS INEFICACES. En los contratos de trabajo no producen ningún 

efecto las estipulaciones o condiciones que desmejoren la situación del trabajador en relación 

con lo que establezcan la legislación del trabajo, los respectivos fallos arbitrales, pactos, 

convenciones colectivas y reglamentos de trabajo y las que sean ilícitas o ilegales por cualquier 

aspecto; pero a pesar de la ineficacia de esas estipulaciones, todo trabajo ejecutado en virtud 

de ellas, que constituya por si mismo una actividad lícita, da derecho al trabajador para reclamar 

el pago de sus salarios y prestaciones legales por el tiempo que haya durado el servicio hasta 

que esa ineficacia se haya reconocido o declarado judicialmente.”

De acuerdo con lo expuesto, teniendo en cuenta que, en el derecho laboral, la realidad prima 

sobre cualquier aspecto escrito que vaya en contravía primero de la realidad y segundo, en 

contra de derechos mínimos establecidos en la legislación laboral, la figura antes descrita, no 

puede ser usada para ocultar una verdadera relación laboral y con ello, ocultar o disfrazar 

pagos salariales como honorarios y así reducir los valores de prestaciones sociales y 

menores aportes a seguridad social.

Veamos lo que la H. Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Laboral, en sentencia del 

2 de mayo de 2012, Radicado 38118 M.P. Dra. Elsy del Pilar Cuello Calderón, sobre la 

naturaleza salarial  y la ineficacia de estas cláusulas así acordadas señaló: 

“Del texto trascrito, se observa que no podía derivarse una actitud revestida de buena fe del 

empleador, pues la sola circunstancia de acordar con el trabajador la “desalarización” de unas 

remuneraciones que por su misma naturaleza son constitutivos de salario, no conduce 

inexorablemente a inferir como equivocadamente lo dedujo el Tribunal, un íntimo 

15 Ver sentencia T-1029 de 2012, en la que se refirió sobre los pactos de desalarizacion. 
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convencimiento de no ser factor salarial para liquidar las prestaciones sociales causadas tanto 

en vigencia de la relación laboral, como al momento de su terminación.  

Para efectos de ser eximido de la indemnización moratoria, no puede el empleador argüir que 

no canceló las acreencias laborales del trabajador con el salario que verdaderamente 

devengaba, por el simple hecho de insertar una cláusula en el contrato para que ciertos pagos 

que irrefutablemente son salario por ministerio de Ley no tengan tal incidencia, pues en modo 
alguno puede estimarse que las comisiones por ventas y los viáticos permanentes por 
manutención y alojamiento se les reste la naturaleza salarial desdibujada por la 
denominación que se les dio en el contrato de trabajo y por la estipulación que en palabras 

del ad quem “no podía sin transgredirse la ley darle validez dado el carácter de irrenunciabilidad 

de los derechos del trabajador, la ley laboral es de obligatorio cumplimiento y no existe ninguna 

razón que justifique su desconocimiento”, por lo que no podía ser catalogada como una actitud 

de buena fe del empleador.

 

Precisamente, la Corte en un asunto de similares características a la que es objeto de debate 

en este proceso, indicó en la sentencia del 13 de mayo de 2008, radicación 29806, lo siguiente: 

“Y esa naturaleza no podía ser desconocida con fundamento en lo pactado en el contrato 
de trabajo y en su adición, como se explicó anteriormente.

“No resulta atendible la justificación esgrimida por la empleadora en el escrito de oposición para 

demostrar buena fe de su parte porque la sola circunstancia de considerar que lo pactado en el 

contrato de trabajo sobre exclusión salarial de cualquier beneficio, auxilio, recargo, prestación  

o bonificación extralegal permitía que lo pagado por comisiones fuera considerado como una 

prima de mera liberalidad, no puede servir de excusa  para que se le exonere de la 

indemnización moratoria pretendida ya que, como se ha visto, no suministró mayores 

explicaciones que puedan dar lugar a pensar que ese convencimiento fue serio y razonado.

Así mismo, en sentencia del 28 de octubre de 1998, radicación 10951, la Corte en relación con 

el mismo tema de estudio, dijo:  

“Y esto porque por más consensual que ostente un pacto de esa índole, ese sólo hecho no sirve 

de pretexto para derivar a través de él una actitud de buena fe que permita eximir al empleador 

de la consiguiente indemnización monetaria, ante el pago deficitario de las prestaciones sociales 

del actor.  En efecto, una cláusula contractual de esa naturaleza, que indudablemente resulta 

ineficaz por los claros términos del art., 127 del CST., no tiene la entidad suficiente para 

desvirtuar la mala fe de la empleadora en el deficiente pago de aquella acreencia laboral, ya que 

no se requiere de mayor esfuerzo para deducir que el pago de comisiones, no podía encajarse 

en el art., 128 el CST., para negarle su naturaleza jurídica de salario”.

En consecuencia, le asiste razón al recurrente en cuanto a los desaciertos denunciados, pues 

los pactos sobre exclusiones salariales de cualquier beneficio, que por violar disposiciones 
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legales se tornan ineficaces, no pueden servir de excusa por sí solos  para exonerar al 

empleador de la indemnización moratoria, pretextando una firme creencia de su validez, pues 

admitir lo contrario, sería tanto como patrocinar estipulaciones contractuales que riñan con el 

ordenamiento jurídico sin ninguna consecuencia.” (Negrilla y subrayas fuera del texto original). 

Y en sentencia de ese alto Tribunal, de fecha 10 de diciembre de 1998, expediente 11310, 

Mp. Dr. José Roberto Herrera Vergara, dijo respecto a las comisiones. 

“Una de las disposiciones que mayor flexibilidad otorgó a las relaciones laborales la encarna el 

artículo 15 de la Ley 50 de 1990 que otorga a las partes unidas en un contrato de trabajo la 

facultad de determinar, que ciertos beneficios o auxilios extra legales que devengue el trabajador 

no se incluyan en el cómputo de liquidación de prestaciones sociales. Naturalmente ello no 

comporta que se permita desnaturalizar el carácter salarial de beneficios que por ley claramente 

tienen tal connotación, pues dicha estipulación no consagra una libertad absoluta sino limitada 

a los fines y eventos previstos por vía de ejemplo en la norma y a aquellos que configuren 

situaciones análogas.

Por tanto, como ya ha tenido oportunidad de resaltarlo la Sala, en cuanto a las comisiones 
que por ley son salario, no es dable desnaturalizar, por avenimiento, tal connotación. En 

cambio, prerrogativas que convienen las partes voluntariamente, como la bonificación por viajes 

realizados pactada en el caso bajo examen, encajan dentro de los beneficios susceptibles de 

ser acordados como no constitutivos de salario, como acertadamente lo dedujo el tribunal, pues 

además de estimular la productividad, constituyen un verdadero incentivo para los trabajadores, 

el cual de no poderse pactar en tales condiciones de flexibilidad, en muchas ocasiones no sería 

concedido. 

 

Criterio similar al aquí expuesto fue plasmado por esta Sala de la Corte en sentencia del 23 de 

julio de 1997, Rad. 9404.” (Negrilla propia).

Y en sentencia de esa misma Corporación, de fecha 1 de octubre de 2013 Expediente No. 

21129, M.P. Dr. Eduardo López Villegas, puntualizó: 

“El Tribunal al haber concluido que en el presente caso existió buena fe patronal incurrió en un 

error con el carácter de manifiesto que lo llevó a revocar la condena por indemnización moratoria 

impuesta en primer grado.

El Juzgador Ad quem de la confesión hecha por la actora en el interrogatorio de parte (fls. 189 

a 193) y que el censor acertadamente denuncia como apreciada erróneamente, concluyó la 

aceptación por parte de la trabajadora de la conducta asumida por la Empresa en relación con 

el pago de la remuneración salarial y derivó la buena fe patronal. Sin embargo, desatina el 
Tribunal porque ese asentimiento de la trabajadora no puede entenderse referido a que 
aceptara desconocer la naturaleza salarial de los pagos que se le efectuaban por fuera de 
nómina y afectar así la liquidación final de sus acreencias laborales, lo que de otra parte 
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no sería de recibo, pues ninguna aceptación del trabajador a una  práctica de la empresa 
durante la vigencia del contrato, donde se desvirtúe la naturaleza salarial de la 
remuneración o se afecten los derechos prestacionales liquidados con base en el salario, 
puede producir efectos con arreglo a los artículos 14 y 15 del Estatuto del Trabajo.   

Demostrado como está el error de apreciación en esa prueba calificada, puede la Corte 
entrar a analizar los testimonios que acusa el cargo, de los cuales resulta palmar que la 
Empresa para el pago de salarios de sus trabajadores asumió una conducta que era 
reiterada y que consistía en remunerar a través de comisiones que se liquidaban a 
nombre de terceros, lo cual constituye una mala práctica empresarial, con la que se 
procura disminuir ilícitamente el monto de sus obligaciones para con las entidades de 
seguridad social, comportamiento ese suficiente para que se configure la mala fe, 
también para con el trabajador. La actuación persistente y deliberada de eludir pagos 
salariales es un signo inequívoco de mala fe patronal. (Resaltado y subrayas fuera del texto 

original). 

En ese orden de ideas, las comisiones no se pueden pactar como un pago no constitutivo de 

salario, puesto que su naturaleza es netamente remunerativa y ningún pacto entre trabajador 

y empleador puede cambiarles es naturaleza, pues va en contra de la normas superiores y el 

Código Sustantivo del Trabajo, el cual tiene la connotación de orden público y si bien el 

artículo 128 del código sustantivo del trabajo faculta al empleador  y al trabajador para que 

acuerden que ciertos pagos no constituyan salario, esta facultad no puede ser utilizada para 

cambiar la connotación de un pago que es esencialmente remunerativo, como es el caso de 

las comisiones, razón por la cual no se tiene fundamento los alegatos de la demanda. 

Por otra parte, se ha de indicar que no existe relación entre las pretensiones, el cual solicita 

la firmeza de las Declaraciones con el concepto de violación, en el cual debate los 

concerniente a la aplicación el artículo. 127 y 128 del C.S.T. y el artículo 30 de la Ley 1393 

de 2010, con lo cual se advierte que no se encuentran debidamente soportadas las 

pretensiones con los fundamentos, incumpliendo de esta manera el principio de justica 

rogada, el cual establece que debe expresarse con precisión y claridad lo que se pretenda y 

que debe estar sustentando en fundamentos de hecho y de derecho acorde con aquellas, por 

lo que dicha incongruencia deberá conllevar a que se nieguen las pretensiones de la de la 

demanda. 

De conformidad con lo expuesto, se evidencia que la información reportada por el aportante 

es la misma que tomo la Unidad y la registro en el SQL anexo a la liquidación oficial, con la 

cual se estableció que el aportante incurrió en las conductas descritas en la liquidación oficial, 

sin que la parte actora, ahora con la presentación de la demanda haya logrado desvirtuar los 

ajustes determinados en los actos demandados, razón por la cual ruego a l H. despacho 

confirmar la legalidad de los mismos. 

http://www.gerencie.com/remuneracion-por-comisiones.html
http://www.gerencie.com/salario.html
http://www.gerencie.com/codigo-sustantivo-del-trabajo.html
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V. MEDIOS DE PRUEBA

Lo aquí afirmado, encuentra sustento probatorio en la documentación en el expediente 

administrativo que se aporta así:

1. Archivo comprimido – Zip - contentivo del expediente administrativo relativo a los 

antecedentes de la actuación objeto del proceso,  en cumplimiento de lo establecido en el 

numeral 4 parágrafo 1 del Artículo 175 del CPACA, los cuales fueron suministrados por la 

entidad que represento. 

VI. A LA SOLICITUD DE PRUEBA DE OFICIOS

Teniendo en cuenta que junto con esta contestación se aportan los antecedentes 

administrativos, ruego al despacho no decretar la prueba de oficios solicitada. 

VII. ANEXOS

1.- Poder y soportes que acreditan la legitimidad para actuar en representación de la Unidad. 

2.- Archivo comprimido – Zip - contentivo del  expediente administrativo relativo a los 

antecedentes de la actuación objeto del proceso, en cumplimiento de lo establecido en el 

numeral 4 y parágrafo 1 del Artículo 175 del CPACA. 

VIII. NOTIFICACIONES

La Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la 

Protección Social – UGPP en la Av. Calle 26 # 69B- 45 piso 2 – Bogotá D.C. Nuestra dirección 

para recepción de notificaciones judiciales es notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co, 

correo institucional nsalcedo@ugpp.gov.co. 

Atentamente,

NELSON ENRIQUE SALCEDO CAMELO
CC. No. 3.091.285 de Machetá. 

T. P. No. 143.260 del Consejo Superior de la J.  

mailto:notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co
mailto:nsalcedo@ugpp.gov.co
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Honorable Magistrada 

Dra. NELLY YOLANDA VILLAMIZAR DE PEÑARANDA 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, SECCIÓN CUARTA, SUBSECCIÓN “A” 

BOGOTA – D.C. 

 

REFERENCIA: PODER 

MEDIO DE CONTROL:   NULIDAD Y REESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: AMAZING COLOMBIA SAS 

DEMANDADA: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y   

DE PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP. 

RADICACIÓN: 25000233700020210040200 

 

CLAUDIA ALEJANDRA CAICEDO BORRAS, identificada con la Cédula de Ciudadanía No. 30.740.347 de Pasto - 
Nariño, actuando en mi condición de Subdirectora General 0040-24 de la planta de personal de la UNIDAD 
ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA 
PROTECCIÓN SOCIAL, ubicado en Subdirección Jurídica de Parafiscales de la Dirección Jurídica, según obra en la 
Resolución de Nombramiento No. 379 de 31 de marzo de 2020, Acta de Posesión No. 32 de 04 de mayo de 2020 y 
Resolución de Delegación de Funciones de Representación Judicial y Extrajudicial de la Entidad No. 018 del 12 de 
enero de 2021, a través del presente escrito manifiesto que confiero poder especial amplio y suficiente a la Doctor 
NELSON ENRIQUE SALCEDO CAMELO, mayor de edad, abogado en ejercicio, identificado como aparece al pie de 

su firma, con el fin de que en nombre de la UGPP, presente contestación al Medio de Control de la referencia, conteste 
solicitudes de medida cautelar, descorra los traslados de los recursos, asista a las audiencias, instancias y etapas 
procesales que haya lugar a surtir, así mismo para que se notifique, presente recursos y en general ejerza la 
representación y defensa de los intereses de la Unidad demandada, para lo cual solicito al H. Despacho, se le reconozca 
Personería Jurídica para actuar. 

 

Mi apoderado queda facultado para que represente a la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 

PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP, en los términos y 

condiciones previstos en el artículo 77 del CGP.  

 

Conforme a lo dispuesto en el artículo 197 de la ley 1437 de 2011 y los artículos 2 y 5 del decreto 806 de 2020, se 

solicita al despacho notificar todas las actuaciones procesales al correo electrónico 

notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co y al correo del apoderado judicial de la entidad.  

 

Cordialmente;  

 

 

CLAUDIA ALEJANDRA CAICEDO BORRAS 

C. C. No. 30.740.347 de Pasto  

T. P. No. 72.063 del Consejo Superior de la Judicatura 

Correo Electrónico: ccaicedob@ugpp.gov.co  

Acepto,  

 

NELSON ENRIQUE SALCEDO CAMELO 

C.C. No. 3091285 de Machetá 

T.P. No. 143.260 del Consejo Superior de la Judicatura 

Correo Electrónico: nsalcedo@ugpp.gov.co  

Celular: 3057078132

 

mailto:notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co
mailto:ccaicedob@ugpp.gov.co
mailto:nsalcedo@ugpp.gov.co






                                                                                                                                                                                       

                                                                                                                                                   
 

 
UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES  

PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL 
UGPP 

 

  
ACTA DE POSESIÓN No. 32                                                                                        FECHA: 04 DE MAYO DE 2020 

 

En la ciudad de Bogotá D.C., y atendiendo lo señalado en el Decreto 491 de 28 de marzo de 2020 que establece 

medidas especiales en el marco del Estado de Emergencia Económica Social y Ecológica, se hizo presente, a través 

de la herramienta Google Hangouts Meet, ante el Director de Soporte y Desarrollo Organizacional, la doctora CLAUDIA 

ALEJANDRA CAICEDO BORRÁS identificada con la cédula de ciudadanía número 30.740.347, con el fin de tomar 

posesión del cargo de Subdirector General 0040-24 de la planta de personal de la Unidad Administrativa Especial de 

Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social, ubicado en Subdirección Jurídica de 

Parafiscales de la Dirección Jurídica. 

  

El carácter del nombramiento es ordinario, en virtud de lo dispuesto en la Resolución No. 379 del 31 de marzo de 2020. 

 

La posesionada juró cumplir la Constitución y la Ley, prometiendo atender fiel y lealmente los deberes propios del cargo, 

de acuerdo con lo ordenado por el artículo 122 de la Constitución Política, manifestando bajo la gravedad de juramento 

no incurrir en causal alguna de inhabilidad general o especial, de incompatibilidad o prohibición alguna establecida en 

la Ley 4ª de 1992 y demás disposiciones vigentes para el desempeño de empleos públicos. 

 

Revisados los soportes de la hoja de vida se verificó que cumple con los requisitos y el perfil exigido para el desempeño 

del cargo, establecidos en el Manual Específico de Funciones y Competencias Laborales de la Unidad y cuenta con 

tarjeta profesional de Abogada No. 72063. 

 

Se entrega copia de las funciones correspondientes.  

 
 
 

 
FIRMA DEL POSESIONADO                                       FIRMA DE QUIEN DA POSESIÓN 

Revisó: Francisco Britto/ Leonardo Ortiz Mendieta  
Elaboró: Paola Vidales Cuestas 




















